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			Introducción

			Este libro tiene su origen —como lo señalamos en el texto que sometimos en 2018 a debate entre nuestros colegas— en las reflexiones realizadas durante nuestros años de trabajo conjunto en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia del Gobierno de Chile, durante el segundo gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet Jeria (2014-2018). Nos correspondió hacernos cargo del diseño y ejecución del proceso constituyente abierto a la ciudadanía propuesto por la ex Presidenta Bachelet
			1, que comprendió la etapa participativa de 2016, la propuesta de una Convención Constitucional en abril de 2017 y la elaboración de un proyecto de nueva Constitución enviado al Congreso (para ser remitido a la Convención) en marzo de 2018. Junto con ello nos tocó participar en la asesoría, diseño y tramitación en el Congreso de las llamadas “reformas políticas” que se extendieron al conjunto de reformas constitucionales y legales que modificaron el sistema político y de partidos (cambio al sistema electoral, el voto de las chilenas y chilenos en el extranjero, al financiamiento de la política y las campañas, a los partidos políticos y el Servicio Electoral como autonomía constitucional).

			Esos fueron años de un intenso debate sobre el diseño institucional de nuestra democracia, específicamente en lo relativo a la relación del poder Ejecutivo y poder Legislativo, y del funcionamiento efectivo de dichas instituciones en un contexto histórico, político y social determinado por la crisis más profunda del sistema de partidos surgida a raíz de los casos de financiamiento ilegal de la política. En esos años, nos permitíamos —generalmente cada jueves en la tarde, después de una semana de tramitación legislativa o de avance del proceso constituyente— plantearnos preguntas y tratar de elaborar respuestas sobre los principales problemas institucionales de nuestra arquitectura constitucional y legal.

			Considerábamos necesario generar un modelo de trabajo que mezclara la reflexión académica con la ejecución inmediata de la política (proyectos de ley, de reforma constitucional o medidas administrativas), permitiendo que una política pública se adecuara a la realidad donde ésta sería aplicada. El diseño de políticas públicas es un espacio difícil, pues está entre la academia (investigación aplicada) y la política (proceso de toma de decisiones) y su ritmo (la coyuntura). Cómo lo hemos conversado muchas veces los autores de este libro, el diseño, implementación y tramitación de las políticas públicas obliga a pensar y hacer al mismo tiempo, es decir, visualizar un problema, realizar un diagnóstico y proponer caminos de salida, todo ello, muchas veces, al mismo tiempo, sobre todo cuando se producen crisis como la del 2015. Nos parecía que es una forma correcta de aproximarse a los problemas públicos.

			Así, los tiempos de reflexión sobre los asuntos públicos se dan, además, entre la agitación del debate político de proyectos de país y el peso específico de actores dentro del sistema. Lo abstracto y lo concreto, el largo y el corto plazo, la mirada general y la particular, todo a la vez. La dificultad radica en conjugar respuestas eficientes y de calidad a problemas sociales, considerando las visiones y posiciones de los distintos actores del sistema. No se trata sólo de criticar lo que se hizo mal o no se hizo, de quedarse en diagnósticos, o de tratar de imponer las propias ideas, si no de buscar las mejores soluciones a los problemas reales, evaluando de manera profunda y seria las distintas alternativas de solución, y poniéndolas al centro del debate político para avanzar de acuerdo al ritmo del proceso político. El diseño y ejecución de políticas públicas requiere de cierta ductilidad, ya que no es sólo una posición académica de autoridad ni únicamente convicción política. Entonces, creemos que esa dificultad también es uno de los principales aportes de este texto.

			El presente libro es, además, un trabajo multidisciplinario, donde concurrimos un economista, una politóloga y un abogado constitucionalista, lo que ya en sí es un desafío. Fue un trabajo colaborativo donde cada uno aportó con sus marcos teóricos, metodologías y experiencia, intentando un análisis institucional histórico y político sobre nuestro sistema político, enfocado fundamentalmente en el régimen político, los partidos políticos y la ciudadanía. Hicimos un diagnóstico y una propuesta, que es la que presentamos aquí.

			El historiador Douglas North, premio Nobel de Economía el año 1993, nos recuerda que nuestros modelos institucionales en Latinoamérica fueron inspirados o tomados de la Constitución de Estados Unidos de fines del siglo XVIII, particularmente en lo referido al régimen político. Pero nos advierte que tal extrapolación es indebida, habida cuenta de las enormes diferencias económicas institucionales y sociopolíticas entre Estados Unidos y Latinoamérica. Estados Unidos tiene una tremenda legitimidad constitucional. Una convergencia constitucional que se mantiene, de hecho, hasta el día de hoy, con sus varias enmiendas, y fue lograda en un proceso de convergencia que se inicia tan temprano como a comienzos del siglo XVII y que concluye con la Constitución redactada en Filadelfia hacia a fines del siglo XVIII. Y este es un sistema presidencial con un ejecutivo fuerte y un parlamento elegido de manera directa. La ciudadanía se ha alineado desde hace mucho en dos grandes partidos, el demócrata y el republicano, con una orgánica liviana —nadie conoce quién es el presidente del partido republicano o del partido demócrata— y los gobiernos, con bastante poder federal, negocian las leyes de uno en uno. Es lo que de alguna forma se ha bautizado peyorativamente como el 
			“pork barrell”.

			En nuestro caso, desde el período de la independencia hemos oscilado en la búsqueda de un régimen político. El que de hecho no ha podido resolver, a través de nuestra historia, la tensión entre la necesidad de crecer, por una parte, y la necesidad de distribuir por otra. Y los sectores más conservadores, de Diego Portales en adelante, favorecían un poder central muy fuerte, de raíz claramente oligárquica, que era herencia de la colonia española. Pero cuando los sectores liberales y algo más progresistas comenzaron también a elegir el Ejecutivo, los sectores conservadores se parapetaron en el parlamento y tuvimos casi 50 años de sucesivas crisis, porque el parlamento constantemente desafiaba al ejecutivo, botaba ministros, incluyendo a un presidente, el presidente Balmaceda. Por tanto, nuestra historia es una historia de desentendimiento entre ejecutivo y legislativo. Finalmente con Alessandri Palma se establece una nueva Constitución, otra vez presidencialista —bajo la presión de la concepción militar del general Ibáñez, quién terminaría sucediendo a Alessandri Palma. Pero tras el ascenso de sectores que desafiaban el 
			status quo, proceso que culmina con el golpe militar de 1973, se establece nuevamente un modelo de régimen político muy centrado en el presidente y con muy pocas facultades para el parlamento. Esto lo consolida el régimen autoritario con una Constitución Política no democrática, la Constitución de 1980.

			Un ejemplo concreto de este choque no resuelto de poderes es el actual gobierno del Presidente Sebastián Piñera Echeñique (2018-2022). El presidente entra al gobierno con 54,3% y, por lo tanto, muchos proyectos por hacer. Pero, en un gobierno presidencial con minoría en ambas cámaras del Congreso, en un parlamento donde es menester negociar individualmente con cada parlamentario, pues los partidos influyen poco en sus parlamentarios, la probabilidad de llegar a una mayoría es extremadamente baja. Ejemplo de esto en los comienzos del actual gobierno fue la ley de identidad de género, proyecto donde probablemente la mitad del oficialismo estaba en contra. Un segundo ejemplo estuvo dado por las negociaciones para aprobar las reformas a la salud durante el gobierno del Presidente Ricardo Lagos Escobar (1999-2005), lo que nos demuestra que éste no es un problema reciente. El ejemplo paradigmático se ha dado en este año 2020 donde el Gobierno se ha tensionado con el Congreso en plena pandemia del Covid-19 en materia de postnatal de emergencia, la gratuidad de los servicios básicos y el retiro del 10% de las AFP.

			En general, un Gobierno enfrentado a una doble minoría (o minoría en alguna cámara), con un Congreso de liderazgos individualistas y altos quórum para algunas leyes, lo deja en situación de tener que comprometer su programa de gobierno, debiendo conciliar su legitimidad electoral con la del Congreso. Podríamos afirmar que el resultado del Gobierno presidencial es la consecuencia de su programa filtrado por el cedazo del Congreso, pero sin incentivos para la colaboración de este último con el primero. Esa es hoy la relación del ejecutivo y el legislativo.

			Si además sumamos lo que podemos llamar el escenario post-transicional, esto es, un creciente empoderamiento ciudadano desde el año 2011, y en especial desde octubre de 2019, la ciudadanía ha dado muestras claras del descontento con los resultados que muestra este tipo de régimen político. Como consecuencia tenemos hoy una relación entre ejecutivo, legislativo y legitimidad (o falta de ella) ciudadana, que hace necesario construir un sistema que sea lo más coherente posible, que permita que exista un Presidente de la República, en el caso que sea la opción elegida, que pueda tener una mayoría en el congreso y, con ello, implementar su programa y readquirir legitimidad ciudadana.

			La pregunta es si este modelo de tensión permanente entre el ejecutivo y el legislativo, y no de colaboración, nos sirve o no para encontrar nuestro propio consenso constitucional. En nuestra opinión, hoy día Chile es un país distinto, es un país con una clase media muchísimo más robusta, que tiene potencialmente una significativa representación en el parlamento, y que en la visión que tienen distintos autores, entre ellos Acemoglu, Robinson, y el propio North, puede permitir el progreso al tener suficientes socios del crecimiento y la inclusión social y política.

			Creemos que hay una situación que permite que tengamos un sistema con más influencia parlamentaria, y con menos riesgo de populismo. Por lo mismo debemos tener un régimen político más flexible, que trate de encontrar un nuevo y más legítimo pacto social, el mismo que nos ha sido imposible hasta el momento.

			La propuesta, a nivel general, tiene una doble finalidad. Por un lado, permitir dar estabilidad y gobernabilidad al sistema presidencial por medio de la generación de una mayoría coherente entre Presidente y Congreso. El objeto es que el Presidente cuente con una mayoría en el Congreso que le permita realizar su programa de Gobierno. Por otro lado, el texto busca relevar la necesidad de edificar una nueva fórmula de relacionamiento entre Ejecutivo, Legislativo y ciudadanía. Estimamos que hoy no es posible hablar de régimen político sin incorporar un factor de re-legitimación del sistema político como es la participación ciudadana.

			El trabajo sostiene una tesis general sobre el régimen político afirmando que estamos en presencia de un sistema totalmente trabado y bloqueado, donde ciertos dispositivos constitucionales generan un tipo de relación que impide la colaboración entre el Ejecutivo y Legislativo, entorpeciendo la ejecución de un programa de Gobierno y el juego de mayorías.

			La propuesta que hacemos es sistémica. Es un todo coherente que permite visualizar la necesidad de un presidencialismo parlamentarizado. Probablemente habrán aspectos que parezcan demasiado provocadores o que puedan no convencer del todo al constituir una innovación en la estructura institucional tradicional, pero no se puede tomar un punto aislado del otro, todos se requieren en relación con los otros. Ahora bien, eso requiere también reconocer que la política y la futura discusión constituyente será un acuerdo entre distintas posiciones políticas y jurídicas, de modo que la propuesta también puede ser examinada como una serie de alternativas de diseño institucional que pueden ser consideradas individualmente en sus distintos aspectos y conversar con otras propuestas que aparezcan en el debate público.

			Con respecto a los partidos políticos, como país, como sociedad, tenemos una tradición que es mucho más europea; múltiples partidos y de carácter programático; esta rica tradición y los partidos mismos están siendo cada día más diezmados, porque un ejecutivo fuerte, con parlamentarios elegidos individualmente, hace que los partidos se tornen cada día más irrelevantes. Cualquiera que haya estado en la tramitación de las leyes, ve que, hoy por hoy, las leyes se negocian de uno en uno, y no con los partidos.

			Proponemos entonces un nuevo sistema institucional donde exista un uso activo de los partidos como fuente de agregación de las demandas y, para que los partidos puedan efectivamente hacerlo, un conjunto de reformas en piezas claves en el orden institucional. Lo primero es eliminar la segunda vuelta popular y hacer una segunda vuelta parlamentaria, esto es, quien gana en la primera vuelta electoral, dependiendo de por cuánto gane, tiene que ser ratificado por el parlamento, para lo cual debe tener acuerdo con la mayoría del parlamento.

			En segundo lugar, postulamos un nuevo sistema electoral —lo que nos parece clave—, que de alguna forma sigue el modelo alemán, en que una parte significativa del parlamento es elegida por listas de partidos, listas cerradas. En este las personas tienen un doble voto; votan en primer lugar por un partido, que tiene una lista en cada parte del país, y el partido ordena a los parlamentarios en esa lista y los que prioriza son los que resultan electos y los que pone más abajo, dependiendo de la cifra repartidora, los que eventualmente no se elegirían. Esto, obviamente, requeriría de un ulterior afinamiento de la gobernanza interna de los partidos, a objeto de que las candidaturas elegidas y su disposición reflejen la voluntad de la militancia. Pero como también es importante la representación, la identificación de la gente con sus parlamentarios, tenemos un segundo voto que determina otra fracción del parlamento que sería elegida de manera uninominal, con voto a la persona. Estos congresistas harían las veces de representantes territoriales de las regiones y provincias (actuales). De esta forma, el parlamento sería un parlamento mixto, pero los partidos tendrían influencia en la definición de una fracción importante del parlamento, lo que los estudios comparados muestran que es una forma eficaz de promover la coherencia y disciplina partidaria, tan importante para la construcción de mayorías.

			Por lo tanto, la mayoría ciudadana y la mayoría política se construye a través de la segunda vuelta electoral en el congreso. Esto aparece como novedoso, aunque fue la tradición constitucional chilena en el siglo XX. También es mirado con recelo por algunos por el trauma de 1973, pero el quiebre democrático obedeció a otras causas profundamente estudiadas, muy lejos de este dispositivo constitucional. También no deja de llamar la atención que en debates sobre el régimen político, partidarios del semi-presidencialismo o parlamentarismo cuestionen esta opción sin reconocer que en los sistemas que proponen es el Parlamento, de forma exclusiva y excluyente de la intervención ciudadana, quien elige al Primer Ministro y su orientación programática. Creemos que esta alternativa logra una mixtura entre mayoría electoral (sufragio en primera vuelta) y política (en el Congreso).

			Una vez iniciado el gobierno éste requiere cohesión interna. Se propone institucionalizar constitucionalmente el Gabinete de Ministros(as), el rol del Ministro(a) del Interior como Jefe del Gabinete y la facultad del Presidente(a) de encomendar la coordinación sectorial a un Ministro(a), ello conforme a las necesidades del programa de Gobierno. Junto con ello la pregunta concurrente es, ¿cómo se conserva la mayoría que obtuvo en el Congreso? Uno de los dispositivos es que los parlamentarios elegidos por listas cerradas puedan ingresar al ejecutivo como Ministros de Estado. La tramitación legislativa es tradicional, entonces ¿qué se necesita en el congreso? Aliados. En cualquier reforma, parlamentarios aliados con el gobierno. ¿Qué mejor, por ejemplo, que un parlamentario pueda ser presidente de la Comisión de Educación y sea al mismo tiempo el Ministro de Educación, a objeto de poder establecer un diálogo fluido entre ese gobierno y ese congreso?

			Pero al mismo tiempo puede pasar que se pierda la mayoría, si se tiene un sistema multipartidista. Durante el segundo gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet (2014-2018), con un parlamento aún elegido por el sistema binominal, había 12 fuerzas políticas con representación en el Congreso. Como vemos, no es problema sólo del sistema electoral actual, con mayor proporcionalidad; si bien ahora el número ha subido a 17 partidos, es claro que desde antes teníamos un sistema multipartidista fragmentado que no permite llegar a acuerdo fácilmente, sobre todo si además se debe negociar individualmente. El trabajo presidencial con la mayoría se facilita con partidos ordenados; si el ejecutivo puede además invitar parlamentarios para que sean Ministros, de entre aquellos parlamentarios que han sido electos en listas cerradas, se está en los hechos invitando al partido político.

			No obstante lo anterior, puede producirse una mala relación entre partidos, o entre algunos de sus partidos y el Presidente. Y aquí vamos a algunas propuestas que son bastante osadas; tienen que ver con cómo hacemos para que el sistema mantenga su equilibrio y su gobernabilidad, y que el Presidente pueda mantener una mayoría.

			Una de las propuestas, que se ha discutido otras veces, es que el Presidente(a) pueda disolver el Congreso. Esto en caso de que no se pueda resolver el problema de una relación trabada entre ejecutivo y legislativo. Pero este mecanismo tiene una facultad correlativa del Congreso de poder censurar al Ejecutivo, pero ello sólo concurre una vez disuelto el legislativo y electo un nuevo Congreso. El Presidente(a) sigue siendo el motor del sistema. Esta propuesta de incentivos de colaboración mutua sitúa nuestro modelo en un tipo parlamentarizado y particular de semipresidencialismo, por cuanto el Ejecutivo será electo por sufragio universal y dependerá, a fin de cuentas y en caso de que se active la disolución/censura, de la mayoría del Congreso.

			Una segunda propuesta es un Congreso Unicameral, que también es una propuesta atrevida, pero cuando tenemos un sistema como el actual, en que funcionan como espejo las dos cámaras, la tramitación de un proyecto complejo se hace extremadamente difícil, pues debe negociarse doblemente; se llega al Senado y empieza la negociación desde cero y la eficacia legislativa se pierde. Aquellos que han tramitado un proyecto de ley saben que la negociación es totalmente distinta y los intereses suelen ser diferentes en la Cámara de Diputadas y Diputados y el Senado; es decir, se tienen dos tipos de negociaciones, como si fueran dos congresos paralelos.

			Además, nos parece muy necesaria la re-legitimidad ciudadana a través de los mecanismos de democracia directa. Abogamos por una nueva fórmula para el sistema político: ejecutivo-legislativo-ciudadanía. Dos tipos de mecanismos de democracia directa están en el proyecto de Nueva Constitución que envió la presidenta Bachelet al Congreso en marzo de 2018: la iniciativa popular o iniciativa ciudadana de ley, y la ratificación de los proyectos de reformas constitucionales importantes. Nosotros incorporamos un tercero, que es el más usado de todos, que es el referéndum revocatorio de ley. En Uruguay lo tienen establecido. Está diseñado para establecer una negociación previa entre el Congreso y la sociedad civil, de modo que ésta sea incorporada al proceso legislativo con el objetivo de evitar que existan leyes que solo representen ciertos intereses particulares por sobre los intereses ciudadanos.

			En suma, estamos buscando que el Presidente(a) necesariamente tenga que obtener una mayoría parlamentaria para ser ratificado y que los partidos que lo apoyaron puedan participar directamente en el gobierno a través ya sea de ministros no parlamentarios o de ministros parlamentarios, a objeto que se produzca una coherencia entre la línea del ejecutivo y la de la mayoría del parlamento. 

			Es por tanto una reflexión que se da en el marco del diseño, tramitación y ejecución de políticas públicas y nueva legislación, desde una perspectiva profesional multidisciplinaria, y con una reflexión posterior sometida a nuestras vetas académicas.

			En octubre de 2018 realizamos la presentación de este texto en un seminario organizado por FLACSO. El objetivo principal del Seminario fue recibir los comentarios, observaciones y análisis crítico de seis destacados analistas, profesionales y académicos. Los comentarios se incluyen en extenso en la segunda parte de este libro. La propuesta que presentamos en este libro, es una versión actualizada de la presentada en FLACSO-Chile en 2018. Actualizada a partir de los comentarios realizados y del estrés que ha experimentado nuestro sistema hiperpresidencialista a partir de octubre de 2019, cuestión que a la luz de lo ocurrido en los últimos meses, nos permite afirmar el diagnóstico realizado en los años previos. La traba y el bloqueo se han profundizado. Enfrentamos una crisis de nuestro régimen político. Se veía venir. Lo afirmamos en 2018. Ahora bien, sosteniendo las tesis planteadas en 2018, nuestro trabajo se ha visto beneficiado por los comentarios de diversas personas, que amablemente han leído y comentado nuestro trabajo.

			A modo de introducción, queremos presentar los argumentos a favor y en contra de nuestras ideas y propuestas.

			Se destacan de manera positiva, las siguientes ideas y argumentos:

			
					Sistema unicameral y parlamentarios que puedan ejercer como ministros.

					Diagnóstico crítico del Presidencialismo como agente de gobernabilidad.

					Concordancia con la idea de reciprocidad entre ambos poderes (ejecutivo/legislativo). Se destaca que la propuesta aborde la falta de una salida política institucional al desacuerdo entre ambos poderes.

					Parece sensato eliminar la segunda vuelta electoral y dejar que el Congreso decida. Los beneficios de la segunda vuelta (electoral) son más aparentes que reales.

					Concordancia con limitar el papel del Tribunal Constitucional, sin necesariamente eliminarlo.

					Concordancia con el diagnóstico inicial, de un sistema político trabado y bloqueado, así como con la idea de la fractura política existente entre política y sociedad.

					Se destaca el valor del trabajo interdisciplinario.

					Se plantea como meritorio el desafío de intentar equilibrar la gobernabilidad y la representación.

					Es positivo explorar mecanismos de participación deliberativos.

					Se apoya el aumento del período presidencial con reelección inmediata, con miras al desarrollo de las políticas públicas.

					Se destaca que las ideas detrás de la propuesta incentiven el debate sobre el sistema político.

			

			Como puntos de discordancia y análisis crítico se señalan:

			
					Se critica la idea de que el Parlamento sea visto como obstáculo. En contra de la idea de que el Parlamento pueda ser atropellado por el poder Ejecutivo.

					La idea de que el Presidente pueda disolver el Parlamento es vista como peligrosa, junto con la elección en doble legitimidad. Peligro populista.

					Contra la idea de reelección inmediata del Presidente, apoyando los gobiernos de 4 años.

					Demasiada potestad formal del Presidente.

					Se señala que hay imprecisiones históricas con respecto al régimen presidencial en Chile.

					No hay garantías de los contrapesos entre poderes legislativo y ejecutivo.

					La propuesta no incentiva la colaboración entre el Legislativo y el Ejecutivo.

					No profundiza en las facultades que tendría el Parlamento sobre los actos del Gobierno en caso de la existencia de parlamentarios- ministros.

					Dudas sobre la propuesta de sistema electoral; la proporcionalidad propuesta, un congreso de 210 miembros, parece demasiado grande.

					No distingue bien la compatibilidad entre refortalecimiento de las instituciones representativas y la gran cantidad de mecanismos de participación directa que se sugiere en el trabajo.

					Si bien parece ser un interesante mecanismo de destrabe, no garantiza la colaboración entre ambos poderes.

					No profundiza en la diferencia entre gobernabilidad y gobernanza, ni en la descentralización del poder.

					No profundiza sobre la democracia participativa y la evidente fractura entre poder político y sociedad.

					La propuesta piensa en fortalecer los partidos, pero opta por la gobernabilidad, a través del mecanismo de listas cerradas.

					No profundiza en la descentralización.

					Supuesto erróneo en la propuesta: error al describir la democracia chilena como consensual (es más bien impositiva), por lo que el problema principal es la inexistencia de un marco constitucional consensuado, y no necesariamente la discusión sobre la relación entre los poderes ejecutivo y legislativo.

					Plantea que el problema principal a responder debiese ser el de la relación entre la política y la sociedad, para plantear una solución del sistema político desde ahí.

					Se mantiene a favor de la idea tradicional de segunda vuelta electoral con voto popular.

					Plantea la duración del mandato presidencial de 4 años sin reelección, y la eliminación del TC.

					Falta de énfasis en la participación.

					Falta de énfasis en la descentralización.

			

			Finalmente, cabe agradecer a Ángel Flisfisch como Director de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO-Chile) por motivar este espacio de conversación y este proyecto de cómo retomar la conversación sobre las instituciones políticas en Chile. Para los autores es muy importante y muy significativo presentar por primera vez este trabajo en FLACSO-Chile. Conversamos bastante sobre donde presentarlo y pensamos que el rol que tiene FLACSO, no solamente en la historia del debate público en Chile, sino que también en América Latina, la sitúan como un lugar privilegiado como punto de partida para esto. También queremos agradecer, y lo hicimos en el documento, las conversaciones que tuvimos con muchos colegas, amigas y amigos, y también a los seis destacados profesionales y académicos que aceptaron comentar nuestro documento, porque sabemos que no todos comparten nuestras ideas, pero que todos tienen un compromiso con el debate de la institucionalidad política y con Chile. Gracias también a ellos.

			Nicolás Eyzaguirre G., economista 

			Pamela Figueroa R., politóloga 

			Tomás Jordán D., abogado

			
			

			
				
					1 La primera etapa del proceso, en especial la de su diseño de la etapa participativa, tuvo como Ministra a cargo a la actual Senadora Ximena Rincón.
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